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Exp. 1220/2025-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1220/2025-2
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE CATASTRO MUNICIPAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ; Y TESORERO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ACUERDOS: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES
COLABORÓ: LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a quince de mayo de dos mil veintiséis.

V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 1220/2025-2 promovido por la C. **********, contra actos emitidos por la Dirección de Catastro Municipal; y la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez. 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, la C. **********, a través de su apoderado legal, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Directora de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez; y el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, y por los actos que a continuación se precisan:

"El cobro ilegal debido a lo exorbitante del impuesto predial del año 2025 de los bienes inmuebles de mi propiedad, mismo  que se ubican el primero de ellos en;

a) ubicados entre las calles de Lanzagorta y General Fuero, del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., con clave catastral **********, por la cantidad de ********** (**********), así como los impuestos y recargos que se actualizarán mes con mes hasta en tanto no se acredite el pago ante el H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez;

b) así como el inmueble ubicado en negrete sin número del municipio de soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., con clave catastral **********, por la cantidad de ********** (**********), así como los impuestos y recargos que se actualizarán mes con mes hasta en tanto no se acredite el pago ante el H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, y;

c) del inmueble ubicado en calle negrete sin número del municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., con clave catastral **********, por la cantidad de ********** (**********), así como los impuestos y recargos que se actualizarán mes con mes hasta en tanto no se acredite el pago ante el H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez.
Notificados el día 24 veinticuatro de septiembre del año 2025 dos mil veinticinco, toda vez que dicha autoridad rindió los oficios **********, ********** y **********, dentro del Juicio de amparo número ********** del Índice del Juzgado Cuarto de Distrito del Noveno Circuito, Juicio de amparo que  promovió mi apoderada (sic) **********, el día 06 seis de mayo del año 2025, ante la negativa del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez y del Director de Catastro Municipal del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, en razón de la negativa a la solicitud por escrito de fecha 08 ocho de abril del año 2025, para que informara de manera detallada los conceptos y cantidades de pago predial del ejercicio 2025, en razón de que eran muy elevados.”
II.- Por auto de fecha once de noviembre de dos mil veinticinco, se tuvo por admitida la demanda, ordenándose correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.

III.- Por auto de fecha siete de enero de dos mil veintiséis, se tuvo por contestando la demanda a la Directora de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, así como al Tesorero Municipal del citado municipio, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondan.

Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora:

1.- Instrumento notarial número once, tomo cinco del protocolo a cargo de la notario público número dos con ejercicio en esta ciudad.

2.- Instrumento notarial número cuatro mil seiscientos treinta y cinco, tomo octacentésimo vigésimo sexto del protocolo a cargo del notario público número siete con ejercicio en esta ciudad.

3.- Instrumento notarial número cuatro mil seiscientos ochenta y ocho, tomo nonagésimo tercero del protocolo a cargo del notario público número veinticuatro con ejercicio en esta ciudad. 

4.- Instrumento notarial número cuatro mil ochocientos sesenta y seis, tomo centésimo del protocolo a cargo del notario público número veinticuatro con ejercicio en esta ciudad.

5.- Instrumento notarial número cuatro mil ochocientos ochenta y cuatro, tomo centésimo vigésimo sexto del protocolo a cargo del notario público número veinticuatro con ejercicio en esta ciudad.

6.- Decreto 0893 publicado en el Periódico Oficial del Estado el trece de diciembre de dos mil veintitrés, la cual se admite como hecho notorio.

7.- Oficios **********, ********** y **********.
8.- Recibos de entero folios **********, ********** y **********.
De las autoridades demandadas:

A la Directora de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, se le tuvo por no ofertando pruebas de su intención.

Al Tesorero del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez:
1.- La instrumental de actuaciones.

2.- La presuncional legal y humana.
Por último, se señalaron las once horas del treinta de enero de dos mil veintiséis, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
V.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

El C. **********, justificó su personalidad  de apoderado legal de la señora ********** con copia certificada del instrumento notarial número ********** del tomo **********, del protocolo a cargo del Notario Público número ********** con ejercicio en esta Ciudad, documental que obra de la foja 9 a la 13 del expediente en el que se actúa.
Tocante a las autoridades demandadas; comparecieron a dar contestación a la demanda la Lic. **********, en su carácter de Directora de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, y el C.P. **********, en su carácter de Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, quienes para acreditar su calidad de cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibieron cada uno copia certificada del nombramiento que les fue expedido y que se encuentran visibles en fojas 156 y 162 respectivamente del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de los cobros del impuesto predial respecto de bienes inmuebles que la Actora dice ser de su propiedad, cobros que fueron determinados mediante los oficios **********,  ********** y **********, cada uno de fecha veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, emitidos por el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez.
CUARTO.- Por un lado, el estudio de las causales de improcedencia es de orden público y preferente al fondo del asunto, por lo que si obran constancias agregadas a autos del expediente de las que se advierta alguna de las hipótesis de improcedencia o sobreseimiento del juicio, a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes, estas deben ser tomadas en cuenta para la emisión del fallo, al estar vinculadas dichas actuaciones con la precedencia del juicio. El criterio que adopta la Sala se apoya en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe.
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL.

Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto. Época: Novena Época, Registro: 176291, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 163/2005, Página: 319”

En ese tenor, la Titular de la Segunda Sala Unitaria advierte que en el caso, se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la parte actora, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.

El artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que para demandar en el Juicio Contencioso Administrativo, hay que detentar interés jurídico o interés legítimo; el primero corresponde a la titularidad de un derecho subjetivo público, mientras que el segundo atañe a invocar una situación de hecho tutelada por el orden jurídico, ya sea de un sujeto determinado o de los integrantes de un grupo diferenciado del conjunto general de la sociedad.

A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto legal citado:

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”
Ahora bien, de las constancias de autos se advierte que en el presente caso comparece a juicio la C. ********** por conducto de su apoderado legal, el C. **********.
En ese sentido, la parte Actora por conducto de su apoderado legal, acude a juicio a demandar la nulidad del “cobro del impuesto predial del año 2025 de los bienes inmuebles de mi propiedad, mismo que se ubican… Notificados el día 24 veinticuatro de septiembre del año 2025, toda vez que dicha autoridad rindió los oficios **********, **********, Y **********, …”
Así mismo en los hechos de la demanda, señala que el seis de mayo del año dos mil veinticinco, presentó una demanda de juicio de amparo, misma que recayó bajo el expediente número ********** del Índice del Juzgado Cuarto de Distrito del Noveno Circuito, amparo que se presentó con el objeto de la negativa a la solicitud por escrito de fecha ocho de abril del año dos mil veinticinco presentada por la C. **********, para que informaran de manera detallada los conceptos y cantidades de pago predial del ejercicio 2025, en razón de que eran muy elevados sobre los bienes inmuebles de su propiedad, por lo que el día veinticuatro de septiembre del año dos mil veinticinco, mediante los oficios **********, ********** y ********** la autoridad responsable dio cumplimiento a la ejecutoria de amparo.
Para acreditar la existencia del acto impugnado, la parte actora, acompañó a su escrito inicial de demanda, entre otros documentos; copia de cada uno de las determinaciones del cobro del impuesto predial respecto de cada uno de los inmuebles, es decir los oficios  **********, ********** y **********.

Ahora bien, del análisis del contenido de los documentos digitalizados, se obtiene que el oficio ********** no se encuentra dirigido en forma alguna a la Actora, sino a una diversa persona; toda vez que se advierte lo siguiente:
Que el acto impugnado consistente en el cobro del impuesto predial del inmueble ubicado entre calles ********** y **********, Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P, con clave catastral **********, cobro que se origina de la determinación por medio del oficio **********, de cuyo contenido se desprende que fue emitido con fecha veintitrés de septiembre del año dos mil veinticinco, por el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, y que el mismo está dirigido al C. **********, en su carácter de propietario.
En ese contexto, si en el caso la Actora aduce que el cobro del impuesto predial del inmueble con clave catastral **********, derivado de su determinación emitido por la demandada, en virtud del oficio ********** de fecha veintitrés de septiembre del año dos mil veinticinco, le causa un agravio personal y directo, le corresponde acreditar la existencia del agravio, pues se requiere de prueba directa que justifique el interés jurídico para intervenir en la presente controversia.

Sin embargo del contenido de la documental ya señalada, en específico el oficio **********, emitido por la demandada para dar cumplimiento a sentencia definitiva dentro del expediente ********** del Índice del Juzgado Cuarto de Distrito del Noveno Circuito, se advierte que se encuentra dirigido a una persona diversa, de manera que no prueba que el acto impugnado afecte derechos subjetivos de la accionante, toda vez que no acredita que sea la destinataria del acto impugnado.

Aunado a lo anterior, de las diversas pruebas documentales que la parte actora ofreció, no acredita que sea la propietaria respecto de dicho inmueble ni la existencia de un agravio personal y directo.
Por tanto no se advierte que el documento en el que la Actora hace constar el acto de que se duele, se encuentre dirigido a la compareciente, de ahí que no se detenta un interés jurídico o legítimo que lo faculte a instar a juicio.

Ahora no pasa inadvertido para esta juzgadora que la parte Actora acompañó el escrito en donde el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, da cumplimiento a la sentencia definitiva del juicio de amparo ya mencionado, y que señala que anexa al escrito los oficios de los cuales se desprende la determinación del impuesto predial a cargo de la Actora, sin embargo dicha documental que se encuentra visible en la foja 124 de autos,  valorada conforme lo dispuesto por el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado y atendiendo al prudente arbitrio de esta Juzgadora, es insuficiente para acreditar el interés jurídico de la persona compareciente, pues no es prueba directa de que el acto impugnado afecte derechos subjetivos de la accionante, toda vez que el propio oficio ********** se encuentra dirigido a otro persona, razón por la cual no puede darse a tal documento el valor probatorio que el actor pretende, resultando insuficientes para decretar la procedencia de su pretensión, pues como ya quedo precisado, no se encuentra dirigido a la compareciente. Además, de que no acredita ser la propietaria del inmueble identificado con la clave catastral **********, de ahí que no se detenta un interés jurídico o legítimo que lo faculte a instar a juicio.

Derivado de lo anterior, al intentar la actora a nombre propio la presente demanda respecto de una determinación que está destinada a una persona diversa; no se logra acreditar que el acto impugnado incida en la esfera jurídica de sus derechos y por ende tampoco acredita una afectación a sus intereses jurídicos.
Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios jurisprudenciales que por analogía al caso concreto resultan aplicables.

“Sexta Época, No. Registro: 268700, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tercera Parte, IX, Materia(s): Común, Tesis: Página:    73

INTERES JURIDICO EN EL AMPARO. La afectación de los intereses jurídicos requiere una especial demostración para que pueda admitirse ya que no es jurídico ni racional hacer inferencias, carentes en lo absoluto de una base de la que pudiera presumirse ese interés jurídico enunciado, pero no probado, como lo requiere la propia naturaleza del juicio de garantías que, por ser contencioso, queda sujeto a normas de orden procesal claras y terminantes, que conducen a establecer que el que afirma está obligado a probar, y la falta de esa prueba a nadie más que a la parte quejosa es imputable…”

“Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación XI, Marzo de 1993, Página: 296, Tesis Aislada, Materia(s): Común

INTERES JURIDICO, FALTA DE. Si los quejosos promovieron por su propio derecho y alegan que el acto reclamado afecta a una sucesión, es incuestionable que carecen de interés jurídico para reclamar el proveído de referencia, si omiten acreditar ante el juez de Distrito que representarán legalmente a la sucesión presuntamente afectada. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO…”
Por tanto, dado que no se logra acreditar que el acto impugnado incida en la esfera jurídica de sus derechos y por ende tampoco acredita una afectación a sus intereses jurídicos lo que actualiza la causal de de improcedencia señalada por el artículo II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que dice.

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…”

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina, que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por la fracción II del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que rige el proceso administrativo, la cual se refiere a la improcedencia del juicio al no afectarse los intereses jurídicos o legítimos del actor; lo que procede es decretar parcialmente el sobreseimiento, única y exclusivamente respecto al acto impugnado consistente cobro del impuesto predial del inmueble identificado con clave catastral **********, determinado por el oficio ********** de fecha veintitrés de septiembre del año dos mil veinticinco, acorde con lo dispuesto por el artículo 229 fracción II del Código antes citado.

QUINTO.-  Por otro lado, respecto a los otros actos que se reclaman, es decir los cobros del impuesto predial respecto de bienes inmuebles de su propiedad identificados bajo las claves catastrales ********** y **********, que fueron determinados mediante los oficios ********** y ********** respectivamente, los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 4 a la 7 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. “

SEXTO.- En ese orden de ideas, se procede al análisis de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora,   situación que se realiza de la siguiente manera:
1.- En el primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, la parte Actora niega tener la obligación de pagar la cantidad que la autoridad responsable Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, pretende cobrar por concepto de pago del impuesto predial del ejercicio fiscal 2025, al violentar la equidad y seguridad tributaria. 

Que por efecto, se debe declarar la nulidad lisa y llana de los cobros que pretende hacer la autoridad responsable, toda vez que no existe certeza de que efectivamente se haya actualizado el cobro que pretende realizar la autoridad responsable, ya que las demandadas en ningún momento funda ni motiva la actualización del pago del impuesto predial por el ejercicio fiscal 2025.
Que por tal motivo, tacha de ilegal el cobro que pretende hacer efectivo la demandada, ya que si un acto de autoridad está viciado, como se lo atribuye a la determinación de los cobros del impuesto predial, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que por alguna forma están coordinador por él, resaltan por tanto inconstitucional y no se les debe dar valor legal. 
Sobre el particular, se debe resaltar, que en la contestación de demanda, la  diversa autoridad demandada Directora de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, contesta: 
“Esta Dirección de Castro no tiene facultades para cobrar el impuesto predial, tampoco cuenta con facultades para liquidar el mismo, de forma tal que no es responsable de los conceptos de violación contenidos en este numeral.”

Por otro parte, y sobre el particular, en la contestación de demanda, la diversa autoridad demandada Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, contesta:

 “…que esta Autoridad que represento actúa bajo las normas y leyes aplicables para el cobro de una obligación, el cual corresponde el pago de Impuesto Predial, si bien es cierto que, dicha obligación de obtiene de la base gravable del inmueble…”
En ese sentido se debe de hacer mención que la autoridad demandada Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, emitió los oficios ********** y **********, en los cuáles, determinó el cobro del impuesto predial de los inmuebles identificados con clave catastral ********** y ********** respectivamente.
Por un lado, dentro del oficio **********, de fecha veintitrés de septiembre del año dos mil veinticinco, la autoridad responsable determinó:

…

“CLAVE CATASTRAL: **********…

…

BASE GRAVABLE/VALOR CATASTRAL. **********…
AÑO: 2025 IMPUESTO: ********** ACTUALIZACION: $56.92 RECARGOS: $783.44 GASTOS DE NOTIFICACION: $565.00 TOTAL: $12,390.95

…”

Por otro lado, dentro del oficio **********, de fecha veintitrés de septiembre del año dos mil veinticinco, la autoridad responsable determinó:

…

“CLAVE CATASTRAL: **********…

…

BASE GRAVABLE/VALOR CATASTRAL. **********…
AÑO: 2025 IMPUESTO: ********** ACTUALIZACION: $68.43 RECARGOS: $941.88 GASTOS DE NOTIFICACION: $565.00 TOTAL: $14,782.56

…”

2.- Por tanto, la parte actora, en el segundo concepto de impugnación, alega que la autoridad responsable no funda ni motiva la conducta infringida, pues pretende realizar el cobro por el pago del impuesto predial del ejercicio fiscal 2025, sin establecer los mecanismos que utilizó para llegar a su determinación, lo que se traduce en una falta de fundamentación y motivación, por lo que no podrá establecerlos con posterioridad, ya que al no haberlos realizado en el acto de molestia que emitió, los mismos no pueden ser perfeccionados con posterioridad, ya que la obligación de la responsable, es la de fundar y motivar sus actos, al no establecer los mecanismos utilizados para establecer el monto del supuesto pago a que resultó la actualización y a que la parte actora se encuentra obligada, lo deja en estado de indefensión, por lo que al mismo acto se deberá aclararse nulo de forma lisa y llana.

Así mismo, alega que la autoridad responsable no citó el fundamento legal por el cual realiza tal situación ni tampoco el fundamento legal para realizar el cobro de la supuesta actualización, estableciendo los montos de forma ilegal y arbitraria, tampoco estableció las circunstancias de tiempo modo y lugar, que tuvo para llegar a tal determinación.

Sobre el particular, en la contestación de demanda, la  diversa autoridad demandada Director de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, contesta:
“SEGUNDO.- Por lo que hace la base gravable, el H. Tribunal de Justicia Administrativa, a través del expediente ********** del índice de la Tercera Sala, determinó en sentencia definitiva, que el valor de cada una de las claves, debe de ser el siguiente:

********** $475.00 por metro cuadrado

********** $ 1,200.00 por metro cuadrado

********** $1,168.14 por metro cuadrado.

Cantidades que, a la fecha del día de hoy, tiene asentadas el sistema de catastro, tal como se aprecia en las siguientes capturas de pantalla, las que, bajo protesta de decir verdad, manifiesto, fueron capturadas el día de elaboración de la presente contestación 03 de diciembre de 2025.

…

TERCERO. - Se insiste que está Dirección de Catastro no cuenta con facultades para realizar cobros por el pago del impuesto predial, ni del ejercicio fiscal 2025, ni de ningún otro pasado, así mismo, tampoco determinó las cantidades a pagar, pues se insiste, la liquidación del impuesto predial es facultad exclusiva de la Tesorería Municipal. (Énfasis añadido)

Ahora bien, en cuanto a la manifestación de la actora, respecto a la base gravable, es de señalarse que ese acto es cierto, la Dirección de Catastro es la facultada y obligada a establecer los valores de los bienes inmuebles, que como ya se señaló a la fecha de lo elaboración de la presente, han sido ajustadas a la sentencia ya señalada.”                                (Énfasis añadido)
Por otro parte, y sobre el particular, en la contestación de demanda, la diversa autoridad demandada Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, contesta:

“SEGUNDO.- Por lo que respecta al segundo concepto de violación, es evidente que la actora se duele del valor catastral, siendo este competencia de la Dirección de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, por lo que es de aclararse que las determinaciones contenidas en los oficios **********, ********** y ********** se encuentran en apego a la ley, si bien es cierto que dichas determinaciones se calculan en base al valor catastral (base gravable) el inmueble, tampoco es menos considerable decir que dicha determinación carece de fundamentación y motivación para declarar la nulidad lisa y llana, ya que, se dejaría de cobrar un ingreso que el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez tiene derecho y afectaría a su hacienda pública. (Énfasis añadido)
De ahí que, esta autoridad que represento expresa en sus determinaciones los preceptos legales que estima aplicables para el caso y las cuáles fueron la bases para llegar a estos, así mismo señala las fracciones aritméticas detalladamente de cada uno de los conceptos que nos llevan al adeudo del Impuesto Predial, en resumidas cuentas, la molestia del actor versa sobre el valor catastra, decretos establecidos y valores de suelo y construcción competencia de la Dirección de Catastro Municipal. (Énfasis añadido)
En mérito de lo expuesto, es evidente que esta Autoridad actuó en apego al derecho humano de legalidad previsto en los artículos 14, 16 y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no ha transgredido los intereses de la moral actora.”

A juicio de esta Sala, los conceptos de impugnación que hace valer la demandante, es sustancialmente fundado, y por lo tanto suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En primer lugar, el agravio de la hoy accionante se encuentra encaminado a señalar que los actos impugnados se encuentran indebidamente fundados y motivados; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice:
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 

…”

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo, tal y como se establece en los ordenamientos citados:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

…

V. Estar fundado y motivado;

…

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

…

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;
…

ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16 constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos.

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica.

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2°. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL EXTO CIRCUITO.”
De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: 'por razones de interés público', ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado." 
“Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo Vi, Primera Parte, tesis 260, página 175.

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.”
Motivo por el cual se desprende que la fundamentación y motivación que se le realiza en el acto impugnado no es suficiente, por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar debidamente como determinó el valor catastral de los inmuebles, en términos de los artículos 16 Constitucional; 164, fracción V y 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Resulta evidente que el acto impugnado carece de debida fundamentación y motivación, ya que no funda ni motiva como obtuvo el valor catastral de cada inmueble, mucho menos acredita que la Dirección de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez haya determinado dichos valores catastrales en atención a los oficios ********** y **********.

Lo anterior es así, ya que se advierte que en los oficios ********** y **********, donde la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, determinó el cobro del impuesto predial respecto de los inmuebles, no expuso las razones objetivas, técnicas o jurídicas que justificaran el valor catastral utilizado, tampoco funda ni motiva la asignación del valor catastral de los inmuebles, mucho menos acredita que la Dirección de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez en uso de sus facultades y en su ámbito de competencia, haya determinado dichos valores catastrales respecto de cada inmueble.
De igual manera, sirve de apoyo el siguiente criterio jurisprudencial, que a la letra dice:
“Séptima Época; Registro digital: 237870; Instancia: Segunda Sala; Tipo: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 139-144, Tercera Parte; Materia(s): Común; Página 201.

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCION Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO. Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Aunado a lo anterior, la Directora Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, en su contestación de demanda, manifestó que derivado de una sentencia definitiva en autos del expediente **********6**********/**********0**********4/3 del índice de la Tercera Sala Unitaria de este H. Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se determinó que el valor de cada una de las claves, debe ser el siguiente:
********** $ 1,200.00 por metro cuadrado

********** $1,168.14 por metro cuadrado.

Así mismo, la misma autoridad, expresó bajo protesta de decir verdad, que dichas cantidades fueron asentados a su sistema de catastro a la fecha de su contestación de demanda, es decir al día tres de diciembre de dos mil veinticinco, tal y como lo acredita con las capturas de pantalla respecto de cada clave catastral, y que reflejan el valor catastral de cada bien inmueble conforme a los valores por metro cuadrado determinados en la sentencia definitiva ya mencionada, valores totales que a continuación se señalan:

Respecto a la clave catastral **********, se le asigna un valor catastral de **********
Respecto a la clave catastral **********, se le asigna un valor catastral de **********
Ahora bien, y atendiendo a las constancias que integran el expediente, se advierte que la autoridad demandada, al ejercer sus facultades de determinación y cobro del impuesto predial, utilizó un valor catastral superior al que realmente corresponde al inmueble propiedad de la actora.

Ello se acredita con la propia contestación de demanda formulada por la Directora de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, quien expresamente reconoció que los valores registrados en su sistema son inferiores a los considerados por la autoridad exactora para la determinación del impuesto predial controvertido.

Aunado a lo anterior, se concluye que el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez no actuó en apego a la legalidad, contrario a lo que manifiesta en su contestación de demanda, aludiendo a que los mismos fueron determinados por la Dirección de Castro Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, empero entre las propias autoridades responsables se contradicen, ya que las determinaciones se basan en valores catastrales distintos a los asignados en razón de la sentencia definitiva multicitada, por tanto, los cobros por la autoridad exactora resultan de ilegal.


Motivo por el cual es de considerarse como fundados los argumentos vertidos por la parte actora, ya que ha quedado demostrado que el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, determinó la contribución tomando como base un dato que no coincide con la información oficial emitida por la autoridad competente para la valuación catastral del inmueble. 

La actuación de la autoridad resulta contraria al principio de legalidad tributaria previsto en los artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que todo acto de determinación fiscal debe sustentarse en elementos objetivos, ciertos y legalmente válidos.

Tratándose del impuesto predial, el valor catastral constituye uno de los elementos esenciales para cuantificar la contribución; por tanto, la autoridad exactora únicamente puede calcular el tributo conforme al valor oficialmente determinado por la autoridad catastral competente.

La motivación de un acto administrativo exige congruencia entre los hechos acreditados y la consecuencia jurídica aplicada; sin embargo, en el caso concreto existe contradicción entre:

· El valor empleado para determinar el impuesto; y

· El valor oficialmente reconocido por la autoridad catastral.

De ahí que, si la propia autoridad especializada reconoció que el valor registrado es menor al utilizado en el acto impugnado, resulta inconcuso que la determinación controvertida se sustentó en una base gravable incorrecta, generando una carga tributaria mayor a la legalmente procedente.

Por tanto, el acto administrativo carece de sustento lógico-jurídico suficiente, al apoyarse en datos inexactos que no encuentran respaldo en los registros oficiales correspondientes.

Por consecuencia, la utilización de un valor catastral mayor al que realmente le corresponde, provoca una carga contributiva excesiva y desproporcional para la contribuyente, en contravención al artículo 31, fracción IV, constitucional, violentando el principio de proporcionalidad tributaria.

Ello es así, porque el impuesto predial debe guardar correspondencia con el valor real o legalmente determinado del inmueble; de modo que cualquier incremento artificial o incorrecto de la base gravable repercute directamente en el monto del tributo exigido.

En consecuencia, al haberse demostrado que el valor utilizado por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez no coincide con el oficialmente reconocido por la autoridad competente, procede declarar la nulidad del acto impugnado.

Es por lo anterior, que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse las ilegalidades antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de fundamentación y motivación, y al no utilizar el valor oficialmente reconocido, situación que deja en estado de indefensión a la hoy actora, pues se ha justificado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales, por lo que, se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracciones II y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracciones II y IV, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en los cobros del impuesto predial para el ejercicio fiscal 2025 dos mil veinticinco, respecto de los inmuebles identificados con las claves catastrales ********** y **********, mismos que fueron determinados en los oficios ********** y **********; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno.

En ese tenor a efecto de restituir a la Parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 párrafo primero del citado Código, se ordena a la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, que emita nuevas determinaciones de Liquidación de Impuesto Predial para el ejercicio fiscal 2025 dos mil veinticinco, respecto de los inmuebles identificados con las claves catastrales: ********** y **********, en la que utilice los valores catastrales oficialmente registrados por la autoridad competente, que funde y motive con toda precisión los elementos del Impuesto predial como lo son sujeto, objeto, base y tasa, relacionándolos con la disposición legal en que se encuentran definidos (artículos 16 a 24 de la ley de hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, así como 6 y 7 de la Ley de Hacienda para el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, para el ejercicio fiscal 2025 dos mil veinticinco), así como que exprese con toda claridad las operaciones aritméticas, que se realicen para la determinación de la cantidad liquida a pagar por concepto de Impuesto Predial; así mismo deberá abstenerse de determinar actualizaciones, recargos y cualquier otro accesorio o sanción, en razón de que el retardo en el entero del Impuesto predial respecto de los inmuebles mencionados corresponde a las Autoridades Demandadas como una consecuencia de la ilegalidad del acto inherente a la Liquidación del Impuesto Predial.
No se omite precisar, que la parte actora exhibió el billete de depósito Y **********, del Banco del Bienestar a efecto de garantizar la suspensión solicitada en el presente expediente. Sin embargo, en cumplimiento a lo ordenado por esta Sala en el auto del siete de enero de dos mil veintiséis, se requirió a la parte actora, para que en el plazo de tres días, aclarará y precisará los efectos de la suspensión solicitada, y fue APERCIBIDO, que de no hacerlo se le tendría por desistiéndose de la suspensión en este juicio, situación a que la parte actora fue omisa, por lo que deberá de recoger el billete de depósito, en virtud del incumplimiento al requerimiento.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249, 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el considerando Cuarto de esta resolución, se decreta PARCIALMENTE el SOBRESEIMIENTO.
TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los ajenos actos impugnados, y por consecuencia su NULIDAD, ello por las razones y para los efectos expuestos en el considerando sexto de la presente resolución.

CUARTO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
